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La “Compra de votos” en Chile y el Derecho Comparado
Los electores deben ejercer libremente el derecho a sufragio. Para evitar que su comportamiento electoral sea influenciado por terceros, los ordenamientos jurídicos comparados sancionan diversos delitos electorales, entre los que se encuentra la “compra de votos”, también llamado cohecho, soborno, etc. En general, se refieren a la entrega u ofrecimiento de dinero u otras recompensas a los electores, a cambio de que éstos se comprometan a emitir o emitan su voto o se abstengan de hacerlo, respecto de un candidato determinado.

Del análisis del Derecho Comparado, es posible concluir que cada ordenamiento jurídico sanciona en diversa forma la conducta señalada, sea estableciendo específicamente los bienes o servicios cuya entrega o aceptación se encuentra prohibida o bien estableciendo en forma genérica la prohibición, siendo la jurisprudencia (como se expone en el caso de EE.UU.), la que determine finalmente a qué conductas específicas se refiere la norma legal.

Los países contemplan una gama de sanciones diversas para castigar la “compra de votos”, entre los que se encuentran mayoritariamente las multas y penas de prisión, así como, en menor medida, la inhabilidad para ejercer cargos públicos o para votar en elecciones. Finalmente, sólo Brasil sanciona con el rechazo de las cuentas de campaña de los candidatos, partidos o coaliciones esta conducta.
Por último, la gran mayoría de las normativas revisadas sanciona, como sujeto activo del delito electoral en comento, a un tercero de tipo genérico, la mitad de ellas castiga también al elector, y sólo unas pocas sancionan a un tercero interesado que la ley identifique específicamente. 
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Introducción  

A propósito del proyecto de ley que prohíbe la entrega de regalos y otros en período de campaña por parte de los candidatos, se analiza la legislación de Brasil, Canadá, México, Bolivia, España, Colombia
, Costa Rica, Republica Dominicana, Panamá, Paraguay, Uruguay y los Estados Unidos de Norteamérica sobre compra de votos.
Se clasificó la información contenida en éstas de acuerdo a la especificidad de las mismas respecto a los artículos y/o servicios que constituyen el delito electoral o penal de compra de votos (aunque pocas normativas lo denominan de esta manera).
Asimismo, se elaboran dos cuadros que clasifican la información de Derecho Comparado sobre compra de votos. El primero, según las diversas sanciones que los ordenamientos jurídicos estudiados analizados han establecido para castigar dicho delito electoral y el segundo, de acuerdo a quiénes son los sujetos activos del mismo.

Además de los casos señalados, se revisaron las siguientes normativas de orden electoral, sin encontrar disposiciones específicas sobre la “compra de votos”
: Argentina: Código Electoral Nacional, Ley 19.945; Ecuador: Ley Electoral Nº 59, 1986; Guatemala: Ley electoral y de partidos políticos, Decreto Ley Nº 1-85; Honduras: Ley Electoral y de las Organizaciones Políticas, Decreto Nº 44-2004; Perú: Ley Orgánica de Elecciones, Ley Nº 26.859/97; y Venezuela: Ley Orgánica de Procesos Electorales.
I. La “compra de votos” como delito electoral en la legislación vigente y en el proyecto de ley 
El artículo 137 de la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, dispone que:
“Artículo 137.- El que solicitare votos por paga, dádiva o promesa de dinero u otra recompensa o cohechare en cualquier forma a un elector, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio
. Se presumirá que incurre en esta conducta el que acompañare a un elector hasta dentro del radio de 20 metros alrededor de una Mesa, salvo que se trate de discapacitados que hubieren optado por ser asistidos en el acto de votar, con excepción de los casos de delito flagrante.

Igual pena sufrirá la persona que vendiere su voto o sufragare por dinero u otra dádiva. Se presumirá que ha incurrido en esta conducta el elector que, en el acto de sufragar, sea sorprendido empleando cualquier procedimiento o medio encaminado a dejar constancia de la preferencia que pueda señalar o haya señalado en la cédula”. 

Asimismo, si bien se trataría de una conducta tipificada, no se contempla una prohibición expresa de realizar la conducta, no se consigna un período claro que abarque la conducta tipificada y la penalidad asignada no implica la privación, al menos temporal, de poder participar en el proceso eleccionario.
El proyecto de Ley propone reemplazar el artículo 137 de la Ley N° 18.700, por el siguiente:
Artículo 137.- Desde la declaración de la candidatura en las elecciones a  Presidente de la República, senador, diputado, alcalde o concejal, hecha conforme a la ley, se prohíbe a los candidatos la entrega de dádivas, recompensas, entrega o promesa de dinero, regalos, pago de servicios básicos del elector o cualquier favor de significancia al elector, en el respectivo proceso eleccionario. 

El candidato que incurriere en la conducta señalada en el inciso anterior, sufrirá la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio
 quedará inhabilitado de su candidatura para el respectivo acto eleccionario. 

Con la misma pena privativa de libertad, será sancionada la persona que vendiere su voto o sufragare por dinero u otra dádiva. Se presumirá que ha incurrido en esta conducta el elector que, en el acto de sufragar, sea sorprendido empleando cualquier procedimiento o medio encaminado a dejar constancia de la preferencia que pueda señalar o haya señalado en la cédula.

Se excluyen de los estipendios enunciados en el inciso primero, aquellos objetos de menor envergadura entregados en el período de campaña electoral de acuerdo al inciso primero del artículo 3 de la Ley N° 19.884,  cuyo objeto sea la publicidad o propaganda del candidato, tales como lápices, calendarios, llaveros u otros de similares características

Con la misma pena señalada en el inciso segundo, se sancionará al que acompañare a un elector hasta dentro del radio de veinte metros alrededor de una mesa, salvo que se trate de discapacitados que hubieren optado por ser asistidos en el acto de votar, con excepción de los casos de delito flagrante.

II. Clasificación del delito de “compra de votos” según la especificidad de la norma 

1. Prohibición legal de entrega o pago de artículos y/o servicios específicos a los electores 

a) Brasil 

De acuerdo al artículo 39 numeral 6º de la Ley de Elecciones (Lei nº 9.504/97)
, norma incorporada en el año 2006, se prohíbe, durante la campaña electoral, la confección, utilización, distribución, por parte de los comités, candidatos, o con la autorización de éstos, de camisetas, llaveros, gorros, lápices, regalos, canastas básicas o cualquier otro bien o material que pueda proporcionar una ventaja al elector.
La sanción aplicable consiste en el rechazo de las cuentas de campaña de los candidatos, partidos o coaliciones. Además, comprobado el abuso de poder económico o compra de votos, al candidato beneficiado puede cancelársele la inscripción de su candidatura, y en caso de ser elegido, revocarse su mandato
.

Por su parte, a partir del año 2006 el artículo 23 de la Ley de Elecciones federal autoriza a las personas a realizar donaciones en dinero o estimables en dinero para las campañas electorales, cumpliendo con las disposiciones de esa Ley. Sin embargo, prohíbe cualquier donación en dinero efectivo como en trofeos, premios o ayudas de cualquier especie efectuados por el candidato a personas naturales o jurídicas, durante el período entre el registro y la elección. No obstante, la ley no señala una sanción específica para esta conducta.
b) Canadá

A nivel federal, la Ley de Elecciones (Canada Elections Act 2000)
, sanciona específicamente el soborno a los electores, en el artículo 481. De acuerdo a esta norma, se prohíbe a quien, durante el período de elecciones, directa o indirectamente, ofrezca un soborno a un elector con el fin de influenciarle a votar o abstenerse de hacerlo respecto a un candidato particular. Asimismo, se sanciona al elector que acepta tal soborno. 
Las penas aplicables a dichas infracciones, de acuerdo al artículo 500, son las siguientes:

· En caso de condena en juicio sumario, multa de hasta $2.000 dólares canadienses ($972.000 pesos chilenos app.) y/o prisión hasta por 1 año, ó,

· En caso de sentencia condenatoria, a una multa de hasta $5.000 dólares canadienses ($2.430.000 pesos chilenos app.) y/o prisión hasta por 5 años.

Por su parte, en la Ley de Gobierno Local (Local Government Act)
, de la provincia de British Columbia, sí existen conductas sancionadas en que pudieren incurrir los candidatos, los organizadores de campañas, y las organizaciones de electores y las personas que trabajan en nombre de éstas (como los agentes financieros)
.

Específicamente, el artículo 151 sanciona la compra de votos, al señalar que constituye un delito ofrecer incentivos para votar. Los incentivos pueden incluir, entre otros, ofrecimientos de dinero, regalos, prebendas, refrescos, entretenimiento, empleo o cualquier otro beneficio que recompense o persuada a los individuos a alterar su comportamiento electoral. Al igual que en la norma federal, también se prohíbe aceptar el incentivo para votar.
Las penas que acarrean estas conductas incluyen multas hasta $10.000 dólares canadienses ($4.851.000 pesos chilenos app.); prisión hasta por 2 años; prohibición de ejercer cargos públicos elegidos en el gobierno local hasta por 6 años; y prohibición de votar en elecciones para el gobierno local hasta por 6 años.

c) México 

En el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales de 2008
, a propósito de los derechos y obligaciones, se establece en el artículo 4, Nº 3 la prohibición de actos que generen presión o coacción a los electores.

Por su parte, el Código Penal Federal
 establece los delitos electorales, entre los que se encuentra el del artículo 403 (numerales VI y XI), sancionando con multa de 10 a 100 días
 y prisión de 6 meses a 3 años, a quien solicite votos por paga, dádiva, promesa de dinero u otra recompensa durante las campañas electorales o la jornada electoral; o que, mediante amenaza o promesa de paga o dádiva, comprometa su voto en favor de un determinado partido político o candidato.
El Código Penal del Estado de México
, además, sanciona en el artículo 317:

· XXVI: A quien utilice recursos públicos destinados al financiamiento para la campaña electoral de los partidos políticos, durante el proceso electoral de que se trate, en la compra y entrega de productos alimenticios comprendidos dentro de la canasta básica, para la promoción del voto; y 

· XXVII. A quien utilice recursos públicos, durante el proceso electoral de que se trate, en la compra y entrega de productos alimenticios comprendidos dentro de la canasta básica, para la promoción del voto.

Al responsable, se le impondrán de 100 a 500 días multa o prisión de 2 a 4 años, o ambas penas.
2. Prohibición legal general de entrega o pago de dádivas o prebendas a los electores 

Los siguientes ordenamientos jurídicos establecen sanciones respecto al ofrecimiento o pago de dádivas, recompensas, etc. con el fin de influir en la conducta electoral de las personas. Generalmente también se sanciona a quien acepte tales incentivos.

d) Bolivia
La Ley del Régimen Electoral, Ley Nº 026 de 2010
, en el artículo 119 numeral I letra f, prohíbe la propaganda electoral, tanto en actos públicos de campaña como a través de medios de comunicación, que implique el ofrecimiento de dinero o prebenda de cualquier naturaleza.
El artículo 120 establece que la propaganda electoral que contravenga las disposiciones establecidas en esta Ley y/o en el Reglamento del Tribunal Supremo Electoral constituye falta electoral y dará lugar a la imposición de sanciones y multas a la organización política y/o candidatura infractora y al medio de comunicación que la difundió, sin perjuicio de las responsabilidades que correspondan.
e) España

La Ley Orgánica 5/1985
, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en el artículo 146 número 1, sanciona con la pena de prisión de 6 meses a 3 años o multa de 12 a 24 meses
, a quienes por medio de recompensa, dádivas, remuneraciones o promesas de las mismas, soliciten directa o indirectamente el voto de algún elector, o le induzcan a la abstención.
f) Colombia 

Según el artículo 390 del Código Penal (Ley 599 de 2000)
, el que prometa, pague o entregue dinero o dádiva a un ciudadano o a un extranjero habilitado por la ley para que consigne su voto en favor de determinado candidato, partido o corriente política, vote en blanco, o se abstenga de hacerlo, incurrirá en prisión de 48 a 90 meses y multa de 133.33 a 750 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

En igual pena incurrirá quien por los mismos medios obtenga en plebiscito, referendo, consulta popular o revocatoria del mandato votación en determinado sentido. Asimismo, el sufragante que acepte la promesa, el dinero o la dádiva con los fines señalados, incurrirá en prisión de 16 a 36 meses.  La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea realizada por un servidor público.

g) Costa Rica

El artículo 279 del Código Electoral, Ley Nº 8765
 de 2009, contempla el delito contra la libre determinación del votante. De acuerdo al mismo, se castiga con pena de prisión de 2 a 12 meses a quién, por medio de dádivas, promesas de dádivas violencia y/o amenazas, trate de inducir o induzca a una persona a adherirse a una candidatura, a votar en determinado sentido o abstenerse de hacerlo.

h) República Dominicana

La Ley Electoral 275-97
 dispone en el artículo 173 Nº 15, sobre delitos electorales, que se sancionan con prisión correccional de 6 meses a 2 años y con multa de $2.000 a $5.000 pesos dominicanos ($24.700 a $61.800 pesos chilenos app.) a quienes solicitaren dádivas o accedieren al soborno.
i) Panamá

La Sección 2ª del Código Electoral de 2007
 contempla los “Delitos contra la Honradez del Sufragio”, cuyo artículo 392 Nº 5 castiga con pena de prisión de 6 meses a 3 años y suspensión de los derechos ciudadanos e inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas por 1 a 3 años, a las personas que compren o soliciten voto por pago o promesa de dinero u objetos materiales para el elector.

j) Paraguay

El artículo 321 del Código Electoral, Ley N° 834/96
, dispone que quienes retuvieren los documentos de identidad de los electores el día de las elecciones o exigieren el voto en un sentido determinado, mediante el ofrecimiento o entrega efectiva de dádivas o recompensas, sufrirán la pena de 1 a 2 años de penitenciaría, más una multa equivalente a 300 jornales mínimos.

k) Uruguay

La Ley de Elecciones, Ley Nº 7.812
, contempla los delitos electorales en el artículo 191, cuyo numeral séptimo sanciona el ofrecimiento, promesa de un lucro personal, o la dádiva de idéntica especie, destinados a conseguir el voto o la abstención del elector.

De acuerdo al artículo 192, este delito se castiga con la pena de 3 a 6 meses de prisión, que se elevará a la pena de 6 meses a 1 año de prisión, con privación de empleo cuando fuere cometido por funcionario público o electoral con infracción de los deberes de su cargo.
3. Prohibición legal de influir en el voto de los electores por medio de pagos, especificado por la jurisprudencia
l) Estados Unidos de Norteamérica
Tanto la legislación federal como la estatal prohíben la compra de votos en las elecciones primarias y en las elecciones generales, normas que son aplicables a una amplia variedad de pagos. 

A nivel federal, la norma contenida en el US Code (42 U.S.C. § 1973i)
 establece los actos prohibidos en material electoral. La letra c) señala que quien pague, ofrezca pagar o acepte pago a cambio de inscribirse en el registro electoral o de votar, podrá ser condenado a una multa de hasta $10.000 dólares ($4.809.500 pesos chilenos app.) y/o condenado a prisión hasta por 5 años.

En cuanto a la legislación estatal, en el estado de Nueva York se sanciona a toda persona que pague, preste o contribuya, u ofrezca a un votante, dinero o cualquier otra prebenda, con el fin de inducirlo a votar o abstenerse de votar en una elección. Por su parte, en el estado de California se prohíben los pagos para inducir a los electores a votar por una persona en particular o de abstenerse de votar. Otras leyes adoptan un enfoque más amplio, penalizando los intentos de “corromper” o “influir”, atentando contra el libre derecho a votar, como ocurre en el estado de Florida o en Texas
.
Según el Departamento de Justicia, la compra de votos se refiere a cualquier cosa que tenga valor monetario, incluyendo dinero en efectivo, licor, opciones de la lotería o prestaciones sociales, tales como cupones de alimentos.
En el caso United States v. Garcia, el demandado fue declarado culpable después de entregar vouchers para alimentos, ropa, medicamentos y servicios médicos a aquello electores que votaron en ausencia
 por determinados candidatos locales, mientras que el demandado en United States v. Cole fue condenado por comprar votos al ofrecer cigarrillos y cerveza a los votantes que le permitieron completar sus papeletas de voto en ausencia. 

Los fiscales estatales también han perseguido los pagos en especie. Por ejemplo, en Trushin v. State, un abogado fue procesado por ofrecer servicios legales a cambio de la promesa de votar por ciertos candidatos a cargos judiciales en una segunda vuelta electoral. 

Aunque la ley federal prohíbe una amplia variedad de pagos, exceptúa a algunos que clasifica como “beneficios de facilitación”, pues se estima que facilitan la votación sin provocar influencias ilícitas. Las conductas permitidas incluyen llevar a un votante a las urnas o entregar estampillas para enviar por correo una papeleta de votación de ausente. Los pagos de facilitación son considerados incentivos para participar más que sobornos a cambio de apoyo
.
III. Clasificación del delito de “compra de votos” según su sanción 

El siguiente cuadro grafica las diversas sanciones que los ordenamientos jurídicos estudiados analizados han establecido para castigar el delito electoral objeto de este informe, incluyendo la legislación chilena y el proyecto de ley en comento.
	              Sanción 
Ord. Jco. 
	Prisión
	Multa


	No votar en elecciones 


	No ejercer cargos públicos 



	Chile (Ley N° 18.700)
	De 61 días a 3 años
	
	
	

	Chile (Proyecto de ley) 
	De 61 días a 3 años
	
	
	No candidatura en la misma elección 

	Brasil 
	Rechazo por parte de la autoridad electoral de las cuentas de campaña de candidatos, partidos o coaliciones

	Canadá (Federal)
	Hasta por 1 año (en juicio sumario) o hasta 5 años
	Hasta $972.000 pesos chilenos (en juicio sumario) o $2.430.000 pesos chilenos 
	
	

	Canadá (Provincia de B.C.)
	Hasta por dos años
	 Hasta $4.851.000 pesos chilenos 
	Hasta por 6 años
	Hasta por 6 años

	México (Federal)
	De 6 meses a 3 años
	De 10 a 100 días multa
	
	

	México (Estado de México)
	De 2 a 4 años
	De 100 a 500 días multa
	
	

	Bolivia
	
	Multa (no especificada en la norma)
	
	

	España
	De 6 meses a 3 años
	Multa de 12 a 24 meses
	
	

	Colombia 
	De 48 a 90 meses
	Multa de 133.33 a 750 salarios mínimos mensuales
	
	

	Costa Rica
	De 2 a 12 meses
	
	
	

	Rep. Dominicana
	De 6 meses a 2 años
	$24.700 a $61.800 pesos chilenos 
	
	

	Panamá
	De 6 meses a 3 años
	
	De 1 a 3 años (suspensión de los derechos ciudadanos)
	De 1 a 3 años

	Paraguay
	1 a 2 años
	Multa equivalente a 300 jornales mínimos
	
	

	Uruguay
	3 a 6 meses ó 6 meses a 1 año (si cometido por funcionario público o electoral)
	
	
	


	EE.UU. (Federal)
	Hasta por 5 años
	Hasta $4.809.500 pesos chilenos 
	
	


Fuente: Elaborado a partir de la regulación de cada país previamente citada. 
IV. Clasificación del delito de “compra de votos” según el sujeto activo del delito
El siguiente cuadro identifica a los sujetos activos del delito electoral respectivo, sea que éste lo cometa el elector, un tercero interesado que la ley identifique específicamente (por ej. el candidato que se presenta en la elección respectiva u otra persona que actúe en su nombre) y/o un tercero genérico. 

	                Sujeto activo 

Ord. Jco. 
	Elector 
	Tercero interesado específico 

	Tercero interesado genérico

	Chile (Ley N° 18.700)
	x
	
	x

	Chile (Proyecto de ley) 
	
	x
	x

	Brasil 
	
	x
	

	Canadá (Federal)
	x
	
	x

	Canadá (Provincia B.C.)
	x
	x
	

	México (Federal)
	x
	
	x

	México (Estado de México)
	x
	
	x

	Bolivia
	
	
	x

	España
	
	
	x

	Colombia 
	x
	
	x

	Costa Rica
	
	
	x

	Rep. Dominicana
	
	
	x

	Panamá
	
	
	x

	Paraguay
	
	
	x

	Uruguay
	
	
	x

	EE.UU. (Federal)
	x
	
	x


Fuente: Elaborado a partir de la regulación de cada país previamente citada. 
� El delito electoral en comento no se encuentra regulado en el Código Electoral, Decreto 2241 de 1986, de Colombia, sino en su legislación penal. 


� Tanto en El Salvador como en Nicaragua no fue posible acceder a fuentes legales confiables u oficiales.


� Equivalente a una pena de 61 días a 3 años de reclusión.


� Equivalente a una pena de 61 días a 3 años de reclusión.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/l9504.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/l9504.htm� (Agosto, 2012).


� En los últimos años, la Justicia Electoral ha sido muy estricta al respecto, investigando y sancionando a los candidatos a todos los cargos, incluyendo alcaldes y gobernadores estatales. Véase � HYPERLINK "http://www.eleitoralbrasil.com.br/index.php/txt/ler/22" ��http://www.eleitoralbrasil.com.br/index.php/txt/ler/22� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://laws-lois.justice.gc.ca/eng/acts/E-2.01/FullText.html" ��http://laws-lois.justice.gc.ca/eng/acts/E-2.01/FullText.html� (Agosto, 2012).


� Disponible en:  � HYPERLINK "http://bcn.cl/vft2" �http://bcn.cl/vft2� (Agosto, 2012).


� Government of British Columbia, Ministry of Community, Sport and Cultural Development. Local Government. Election Offences. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/vft5" �http://bcn.cl/vft5� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/COFIPE.pdf" ��http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/COFIPE.pdf� (Agosto, 2012).


� Disponible en:  � HYPERLINK "http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/9.pdf" ��http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/9.pdf� (Agosto, 2012).


� El artículo 29 del Código Penal Federal define la pena de “días multa” y dispone que: “Artículo 29.- La sanción pecuniaria comprende la multa y la reparación del daño. 


La multa consiste en el pago de una cantidad de dinero al Estado, que se fijará por días multa, los cuales no podrán exceder de 1000, salvo los casos que la propia ley señale. El día multa equivale a la percepción neta diaria del sentenciado en el momento de consumar el delito, tomando en cuenta todos sus ingresos. 


Para los efectos de este Código, el límite inferior del día multa será el equivalente al salario mínimo diario vigente en el lugar donde se consumó el delito […]”.


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.cddiputados.gob.mx/POLEMEX/leyes/Ley09.html" ��http://www.cddiputados.gob.mx/POLEMEX/leyes/Ley09.html� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bolivia.infoleyes.com/shownorm.php?id=1888" ��http://bolivia.infoleyes.com/shownorm.php?id=1888� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/lo5-1985.t1.html#c6s5" ��http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/lo5-1985.t1.html#c6s5� (Agosto, 2012).


� La pena de multa por delito electoral se calcula de acuerdo a la normativa penal española. Es una sanción económica que consiste en la obligación de pagar cierta cantidad de dinero al día durante el tiempo que se establezca en la sentencia; a este sistema se le llama de ‘días-multa‘. La cuantía de la multa se calculará multiplicando el tiempo de duración impuesto por el importe diario que en cada caso se establezca. A efectos del cómputo del tiempo, se entiende que los meses tienen 30 días y que el año 360. Ver en: � HYPERLINK "http://iabogado.com/guia-legal/delitos-y-faltas/como-se-aplican-las-penas/lang/es" ��http://iabogado.com/guia-legal/delitos-y-faltas/como-se-aplican-las-penas/lang/es� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/vmdc" ��http://bcn.cl/vmdc� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/vfti" �http://bcn.cl/vfti� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.jce.gob.do/Legislaci%C3%B3n.aspx" ��http://www.jce.gob.do/Legislaci%C3%B3n.aspx� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/vftk" �http://bcn.cl/vftk� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.tsje.gov.py/legislacion/leyes/1996/leyes-834_5.html" ��http://www.tsje.gov.py/legislacion/leyes/1996/leyes-834_5.html� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/vftu" �http://bcn.cl/vftu� (Agosto, 2012).


� Disponible en: � HYPERLINK "http://www.law.cornell.edu/uscode/text/42/1973i" ��http://www.law.cornell.edu/uscode/text/42/1973i� (Agosto, 2012).


� Holzer, Ben. “Political vote buying statutes: textual limits, enforcement challenges, and the need for reform”. New York University Journal of Legislation and Public Policy. Volumen 12 Issue 1 (2008). Págs. 211. y sgtes. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/vfty" �http://bcn.cl/vfty� (Agosto, 2012).


� El voto en ausencia es el que se realiza fuera del lugar de votación, por medios tales como correo, Internet, etc.


� Holzer, Ben. “Political vote buying statutes: textual limits, enforcement challenges, and the need for reform”. New York University Journal of Legislation and Public Policy. Volumen 12 Issue 1 (2008). Págs. 211. y sgtes. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/vfty" �http://bcn.cl/vfty� (Agosto, 2012).
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